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7170 Sala Primera. Recurso de amparo rlÚmero 860/1986.
Sentencia número 38/1988. de 9 de marzo.

La~ Primera del Tribunal Co!1stitucional, compuesta por
don FranCIsco Tomás y Vabente, PresIdente; don FrancIsco Rubio
Llorente, don Luis Díez·Picazo y Ponce de León don Antonio
T~yol Serra, don Eugenio Díaz Eimil y don Mig~el Rodrfguez­
Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

. En el recurso de ll!IIparo núm. 860/1986, interpuesto por don
VIcente Rodriguez Oliver, Abogado, en su propio nombre contra
Sentencia del Juzgado de Distrito núm. 10 de Valencia dictada en
autos de juicio de faltas n~. 162/1986, de fecha 10 de mayo de
1986, confin!1ada en apelaCIón por el Juzgado de Instrucción núm.
12 de ValenClll, Jlabiendocom~do el Ministerio Fiscal y siendo
Ponente el Ma¡pstrado don Antomo Truyol Serra, quien expresa el
parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

1. Don Vie«:nte Rodr!Juez Oliver, Abogado, interpuso recurso
de amparo, mediante esento que tuvo su entrada el 28 de julio de
1986, ~ntado en el J~o!le Guardia el 24 de julio, contra
SentenClB del Juzgado de 1>istnto núm. 10 de los de Valencia
di~ en juicio de faltas núm. 162/1986 y confirmada en
apelaaón por el Juzgado de Instrucción núm. 12, también de los de
Valencia

2. Los hechos en que funda la demanda de aml'llro o que se
desprenden de la documentación aportada son los Slgllientes:

a) El solicitante de amparo había denunciado, como Letrado
de uno de sus clientes, mediante un escrito de fecha 29 de
noviembre de 1985, ~n proceso penal de la Ley ~ica 10/1980,
núm. 221/1985, seguIdo ante el Juzgado de InstruCCIón núm. 16 de
Vale.ncia, ciertas irreg~dades relativas a la privación del enton­
ces inculpado de determIDadas ~tías. Con posterioridad fue
decretado el sobreseimiento proVIsional de dicha causa penal «de
conf~id!Jd con .10.dispuesto en el arto 641.1.o de la Ley de
EnJwClamlento Cmmnal, por no resultar debidamente justificada
la perpetración del delito». .

b) No obstante, ~r de!1uncia del Ministerio Fiscal, se siguió
ante el Juez de Distnto numo 10 de los de Valencia contra el
Abogado solicitante de aIIl:paro ~uicio <!e faltas núm. 162/1986,
sobre falta de respeto y conSIderaCIón debida a la autoridad, a causa
de las expresiones contenidas en el escrito antes referido. Y ello a
pt?Sllf de que -se dice- se había llegado a UD «acuerdo entre la
Magistratura, la Fiscalía y el Colegio de Abogados (de Valencia) en
virtud.del cual, de acuer,d~ con lo dispuesto en el art. 448 de la Ley
Orgámca del Poder JudiCIal, en casos como el presente se tramita­
l'lÍIl por el oportuno expediente gubernativo».

~). El solicitante de amparo interesó en el juicio de faltas la
remISión por el Juzgado de Instrucción núm. 16 de Valencia de
todo lo actuado.

d) El Juez de Distrito acordó por providencia de 10 de abri.t
de 1986 no haber lugar a la prueba solicitada, excepto el testimonio
del .Auto de so!Jreseimiento. recaído en .el P.E.LO. 221/1985, no
habiénc!-ose nouficado -~. dice- al sohCltante de amparo ninguna
resolUCIón sobre la admiSIón o no de tal medio de prueba.

e) ~Iebrado eld'uicio el 8 de mayo, el Juez de Distrito dictó
SentenClB de fecha 1 de mayo de 1986, por la que el solicitante de
amparo fue condenado, como autor de la falta prevista y penada en
el arto 570.5.0 del Código Penal, a la pena de 3.000 pesetas de multa
y al pago de las costas.

En dicha Sentencia se declaran como hechos probados que en
el escrito referido:

«Se contenían expresiones tales como la de que su
representado había declarado "sin garantía de clase
alguna"..., "se le recibe juramento y no se le dice que
puede negarse a declarar' ..., "en resumen, se le miente en
dicho Juzgado, ni se lee la querella ni se le permite que
se asesore".... "que la querella se ha llevado a río
~Ito", y declarando mi representado que está
~spuesto a pagar, barbaridad procesal el Ministerio
FIscal formula escrito de acusación. Que las diligencias
penales fueron sobreseídas provisionalmente al desistir
de la querella los querellantes».

Y, en sus fundamentos de Derecho, se considera:

«Que lo que tipifica la falta del art. 570.5.° del Código
Penal, de falta de respeto y consideración debida, es, más

que una deliberada intención de ofender a la autoridad
un exagerado concepto de los deberes que incumben al
sujeto, por ello la crítica que a éste se haga ha de
mantenerse slemp~ de!'tro del respeto y consideración
que merece la autondad (Sentencias del Tribunal
Supremo de 6 de febrero de 1966 y 24 de enero de 1969)
sobrepasándose dicho límite cuando en la crítica ~
emplean expresiones impropias y disonantes. Por lo que
resultando de la sola lectura del escrito (...) que las frases
o expresiones empleadas son impropias y disonantes
~brepasan de la crítica razonable que en defensa de lo~
IDtereseS de su representado podría' haber formulado es
por lo que hay que considerar al denunciado autor ck la
falta referida»,

así como
«Que no pueden tomarse en consideración las mani­

festl!cjones in voce que. hizo el Letrado defensor en el acto
de~ JWClOr ya que SI bien la fal~ de respeto y considera­
Clan pudiera haber Sido corregtda por el propio Juez en
el procedimiento establecido en el art. 449 de la LO.PJ.,
sin embargo no se puede olvidar que, a tenor de lo
dispuesto en el arto 448 de la misma Ley, el Juez debe
pasar el tanto de culpa al Ministerio Fiscal cuando la
conducta de Abogados y Procuradores sea constitutiva de
delito (o falta)>>.

. f) Interpu~to por el solicitan~ de amparo recurso de apela­
CIón, fue desestimado por SentenCIa del Juzgado de Instrucción
núm. 12 de los de Valencia de 4 de julio de 1986, de la que también
se acompaña copia.

3. En la demanda de amparo se alegaba vulneración de los
principios de seguridad jurídica y legalidad proclamados en el arto
9.3 C.E., por no haberse acudido a la via del expediente guberna­
tivo establecido en el art. 448 de la L.O.P.J., en lugar de a la del
juicio de faltas; indefensión contraria al arto 24.1 C.E., por la no
aceptación del medio de prueba solicitado por el demandante de
amparo, sin notificarse por otro lado a éste resolución alguna sobre
la a~misión o rechazo de tal medio de prueba; violación -aunque
«Indirectamente»- de garantías establecidas en el arto 24.2 C.E.,
pues el Letrado solicitante de amparo ha sido inculpado y
rondenado por haber solicitado para su cliente garantías estableCI­
das en dicho arto 24.2 y denunciado determinadas «irregularidades»
en la causa, y violación de la libertad de expresión reconocida por
el art. 20.1 a) C.E., cuyo desarrollo para los Abogados está
constituido por el arto 437.1 de la L.O.P.J.

Se solicitó que, seguida la sustanciación del recurso con sus
trámites, incluido el de recibimiento a prueba que expresamente y
para su momento se interesaba, se declarase la nulidad de la
resolución judicial a que el presente recurso se refiere.

4. La Sección, por providencia de 22 de octubre de 1986.
arordó poner de manifiesto la posible existencia de la causa de
inadmisión que regula el arto 50.2 b) LOTe. Formularon las
corTCSP<?ndientes alC$Bciones el Fiscal ante el Tribunal Constitucio­
nal, qUien por esento presentado el 6 de noviembre de 1986
inte~ la. il!8dmisión d~ la demanda de amparo, y el recurrente,
el cuallDSISUÓ en su esento presentado el 12 de noviembre en las
ya formuladas en la demanda de amparo, relativas al principio de
seguridad jurídica del arto 9.3 c.E., a los derechos a la tutela
ef~va de los Jueces y Tribun~les y a utiliza! los medios de prueba
perttnentes para la defensa, aSI corno a la hbertad de expresión y
defen.sa del ~bogado ante los Tribunales protegida ceen su más
ampl.lo sentIdo» por el arto 20 C.E. La Sección acordó por
proVIdenCIa de 21 de enero de 1987 admitir a trámite la demanda
de amparo y requerir de los órganos judiciales la remisión de las
actuaCIones del juicio de faltas y de I~ apelación contra la Sentencia
dictada en el mismo. Y por otra prOVIdencia de 4 de marzo de 1987
a~rdó <!ar ~sta de tales actuaciones a la parte recurrente y al
MIOlsteno Fiscal para que formulasen alegaciones.

5. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, por escrito que
tuvo su entrada el 2 de abril de 1987, tras exponer los hechos, dijo
con respecto a la invocación que hace el recurrente del principio de
seguridad jurídica que, a más de no formar parte de los derechos
susceptibles de amparo, carece de fundamento, no existió acuerdo
alguno emre la Magistratura, la Fiscalía y el Colegio de Abogados
qu.e p~dlera desplazar la posible responsabilidad penal, ni el
pnnClp10 de legahdad resultaría vulnerado por la no IDcoación de
ex~ente gubernativo; con respecto al derecho a la tutela ~udicial
efectiva y a un proceso con las debidas garantias, que el solicitante
no ~1ZÓ ~tes~ alguna al serIe denegada la prueba ni reiteró su
peuClón en nmgun momento del proceso, como tampoco existió
falta.de tutela judicial, pues el Juez de Distrito contó con prueba
sufiCIente y razonó y fundamentó su Sentencia, habiendo incum­
plido el demandante lo previsto en el arto 44.1 c) LOTC, y por Jo
que respecta al derecho del arto 20.1 a) C.E., que estos derechos
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f ' 'W"~C$ ac:-_~ e1l la wmisi6n 11e tlditos o faltas
que __ a !lIS~s, -c..,.o ~amieMa 1lOITl:5POnde a los
TriftnIlIes de la jurOOic:ciDnpeul. Por lo que inaereri la denega­
·Q(add~._~.

6. El Rlt:W"m:It'e,por escrillD J'l"C'Cotado « 9 <le 1Ibri1 de 1987,
bi:ID~en llrimer 11JfBf .... lICUe.~ la Audiencia
T en1lorial deValmáa y el C:otegio de Abogados de dicha ci udad
en rirt':Id dd C'lIIiI kls hedIIos _CiOMdOI ca la Sentencia objeto
...~ recurE dl:beaaer ttalllitados por d ~spondiente

~g~ (acomplliió el ~eOUifen::a:rtificación de
_ ac"C1'ÓD 'Bdoptadoco~ por~ 'PRsidentes de
AIlI!haIrUs l'n:/lIQcUl1es, _ dIBs la Qe V lI'Iencia; diversos Oeca­
DM de CoI"pos « Abopdos,~ ellm el de Valencia, y el
Secretario de este último, acerca de la imposicióD de sanciones
disciplinarias conforme al art. 448 y ss. L.O.P.J.); añadió que a! no
haber interesado el Juzgado de Distrito del Juzgado de Imtrucción
mía. 1:6 de 'Valencia 'ledo \o adIIIado al el P.ELO. 10/1980, sino
~ Jl8I'Ie cid misIIIG, , .1iI _ baI:iJeIte .SiGO (lDIIIunicado al
'C«U<RlIlIe la _lIl8mDiiÓll de lOGIa la pnIt'ba. « pI'tllIbLjo indefensión
y ........... del __ 24.2 CE. y:lile ricQda ~aproteceiónjudicial
oe 101 d::iredllH 'l!e 1Ollci1od__ oc.- respec1D:aI letrado recu­
=se ,.tI cüetQe <tCIImillmo en diclto .f'.E.Lo... y finalizó
.~QIIe laSc:ntl:lllcía dd Juzpdode DiistrilDnúm. 10 de
VaIeBcia c__ la iiIImIId ele eX'J'RSióB "defensa de kJI Abogados,
5II1lÓOJIIldapar bllltL :U7.! L.OOP.J., 20 c.E.

7. Por eserito presentado el 13 de 1'liii,.o eX 1m, el deman­
dante de amparo soIici1ó la suspensión de la ejecuciQn de la
SeD1eDcia del 1uz¡ado de Distrito núm. 1O.tramitándose la
corres¡¡ondieate pieza ~parada, en la que fue denegada la I~n­
Sión por Auto de la 'Sala Primera de 15 de julio de 198'7.

8. Por providencia de 13 de mayo de 1987. la Sección acordó
respIlClQ .a1l1lCimmica:lQ a Pl1lCba e¡¡ su Qia mlicitado otolpr plazo
de treI días al mcumIIIC paJa que maniiestue 101 .1lecIIoI 'QIle
jJRtllIIdía FBt.' yloB medios. que ia_1aba vll1erse:; y por
cscDlO~ el 17 de :maya el l'eC'WI'CILte mnir...Mque los
hecbas "iue ¡mteJlliíapl'Obar_la faka de Dbcr'taQ e indePelldem­
asea el P.ELQ. 22J,j19&S" alyO elKlIÍ!O de calificación y salicinId
de 1IWl-dad de acl.tIacioncI ciiG~~ jui.cig -de falla¡, por lo que
m.-sI.I.se aficiue.al Ju.qaQo 4e 1estrIIcción nÚlll. 16 de ValenGa
pam QIoIe RlIIli1iese testinwwio co-.plelo de dicllo P..EL.O.; )1 el
Fncal_el Tl'i7uDll1 CoRIlit.ucianaldijo al J:eSpooIG, en el trámite
de Ilkpcilacldo~ ea esailG prerBlaOo el 2 de :i»~ Que
Wrs aáD"';OIlCS lID eI:IlIl~ paAla 1'eSQ/ución del _urso,
JilCfD que _ DP.'JIIÍlI.nba JcpI aipDa si el lbbulllll entendielc que
para .1B8)U ihuaraá6a dI:!bioeJ:aa teI1eaIe a la vista los autos
mteresados. La Sala Primc:DI, JlI!II' ..+.uta di: IJ de oc:t1ItR .19$7.
lII:OI'dó JlCcibir a jlI'\Idla el _ =.k.e Íll.e!C apgrtado a!
mismo el ,pIllIIICIO~ 22l1l9Udd de 1tIslnIccióa JIÍlIIl.
16 de Valml:ia.

9. RecibiiIas.las~ recabaliel de .QidIo~ de
lBstrucciGa míIII. l. de ValcnciII, iD Sa:cióD aoood6 por proriden­
·cía de lde 4icirmbp de 1911 4ac vis&a • 1aa IIÚ_ a la parte
_ y .. MiBislcrilil Fuca\.

a Fa:al, .par merito Pi nwb el l' de ,QÍ<:ÍeD'b'L" de 19j7,
manii:s'"~ esamiudas didaal~ no atimaba _
__ ailndir alepcióa·aIeum • .!al ya farmpWIeo~.

El --e, par eSlriID QIoIC tIlVD su eat1:llda el .2ll de
di! ie tIC, dijo en elIeIIOÍa que del et<aBlea del~ de las
acaaaOIlel.ftSlÜIa pllliellle la indi¡Rru. del A.hopdo, clllllllciente
di: IG disp¡aesW Pll'1as ar.tI. 24 Y124 CE. Imle el modo en que fue
tnlmil8da lac-. que filllllmarte ¡rep.& __ acllivada siR.que el
lICUS&do 1Ieg¡a a~ Jlinpma ;¡trveba. Pues 110 se in5tnIfÓ de
3US derecIIos al :lDlsaoio, ni se te dj¡jo ~ue podía 110 doclal:ar o
decIaa 11: iDoceIIIe.·o.que estldila ea 1IJI procedimiento crilIIIiaaI, se
]e~ de !lIS peas JlIIIll _ ,pie.... civil Y JlO penal, DI) le fue
lcílIIa la QIleftl8a, ni se le permitió qw: 1IE _ pw:a defenderse
• la......-:iéln ----. c:Ustía \lB acto de .('ODCiliarWa de
I'llCQXlCÍiIIriI:IIllJ de la deuda )' &110 de kJs qIlerellan1el ,. .h8bia
cobrado su pane y sin. erablqlt m. $ nia la aaISlIciáll. TOOit lo
cual provocó el eIla'ÍIO px' el qlIe .ha sido S&IICÍOnado el Letrado
recllllalle, que actuó ca u. de SI 1iiberta. de .expresióa yen
deIi:ma * las intetal:s de VII ciwdada-

1Q. PDr pr<Jridencia de .3 ·de eaero fl8S&dlt1le seña1ó para
deliberacicía y .,¡¡llIcióa CiId __ el día i de febrmo siFíeAte,
quedado cCJllclnida el día 29.

n. f'U'NDAMENTOS JURmtCO!I

L A\ega, ea primer ..... el dm.B..cIaule de am¡Ba la
VlI!nemción die las prin .. &: quridad jmídica Y leplidad,
proclamados por·eI art. ,'1':la COIIItitllción (C.E.), por DO ba1Jer
acudido los órpnas jadiciales ala VÍa de la wrreccÍÓll discipÜlllaria
del arl.'ÍCtlID 448 Y ..de In I,q' Orgímica del Podef' Judicial
(LO.P.J.) ell lugar de a la del }I!icio de fattas. a pearde la
Cltistencia de WI acaeroo eDlle la MagistnwaI. la FíIcalia y el

CaIeBio de Abojados al fnac de la lGliAiW _ por dicIIa·..-fa
disciplinaria .de .asanlDs aIláIo&oS al pretaUe. Ahora bien, el
solicitante de amparo no ha negado a demostrar, a pesar de la
certificación~ Ja ~acia de l2D acuerdo que llCalnIente
Bya pre1IlIlQido tcIlec ese akana:, y ea Jodo aso JiII aisleacia
careceria .de eticada derogaloria de la legi5lación ap.J.icable, de la
que en pállCi,plo silllC fOl'llUlallllo patte el art. 570, 5.°. del·Có.di:Jo
Penal. Por olro lado" 1as ~ventlWes ~oiaDes.de 101 pmaci¡uos
de seguridad jurídica y legalidad invocados por el recurrente. serían
por si solas insuficientel pam dolar de illOl5leIlido a un recurso de
amparo, cuyo objeto se lImita a la tutela de derechos y libertades
fundamentales.

2. Pero las alegaciones acerca de la inaplicación en este caso
del procedimiento sancioo.-!or establecido en los arts. 448 y ss. de
la L.O.P.J. ponen de manifiesto las bienes y derechos que aquí
el!trlll1 en ,juego, bienes y 'derechos que. camo vamos a VeT. DO
pueden estImarse ~eDOS .allÍmbito propio del~ de amparo.
En efecto, es liciIlIdvel1ir, & In risIa de !os arts. 443 y ss. tTIttiIo V) en
relación con el resto del Libro V de ta I..o.P.!., que lo establecido
en taks prea:plOs sobre ia eorrettí6n i1iscip1irmria de los Abogados
que intervenpnen los pleitars no constituye sólo '\lna regUlación de
ia~ disciplinaria atñbtñda a los ,= o las Salas sobre
dichos profesionales, «que cooperan con la Admirmtración de
Justicia» -según el q>ígrafe del Libro V-, sino también un
reforzamiento de la función de defensa que les está encomendada.
De .ahí que -mte preciso cobonestar dos exige.llcias poteacia!­
meDIe opuestas, pero complementalias. Es la primem Ja que
.impone el art. 437_1 de la L.o.PJ~ de :re1!peto a la Iibertali 41:1
Allotla4o CII la delrnsa del ciudadanQ, CII virtud de la cual «en w
actuación ante los Jm... y Tribullala, los Abc:>gados SOII libres
e inde,pteodien1es, lIC sujetatáll alprillcipio de buena fe, liQZ&ráIl de
los derechos inherentes a la dignidad de su función y serin
amparados por aquéllos en su libertad de .expreSÍÓB 'i ~n... La
segunda reguic=. en reciprocidad., el rer,pelo por pane del Abopdo
de las demás personas que también participan en la función de
admiDi_ justicia, Yque tilme W1IIO COIllIeWCIlCia el que, a '\enor
&1 art. 449.1 &: la flI"Opía LO.P.J.,ms ÁrogadOl"/ Procuradores
serU~ discip1inariaJnen:: 1'01' 1lU actuaciÓII 8Dte 'los
JazpdOllY . rilMnlates «ClIIUIdo en lB aetuac:ión forense faltaren
ondinente,por escrito o por dbra. III ",speto debido a los hIeees y
Tn'bllmiles, FiscaIeI, Abopdos,~ htdieiales 0 ~Iquier

penona qne il\lIlrvenga o le l'elaciane t:Oll el procleIO.. En todo
prucedimiellto _óonador dirigidl!l 0CIIJtra 1II1 Abopde por 11118
falta él!.~ debido 11 ioI~ 'Il8I'tiCÍ\llllltell en d proceso
eventualmente cometida en su actuaciÓR b'ense.1l1ltnlrin, -pues, en

.
jtqO "! deberán ter tenidos 'C'1!-~ no .,~ el~ debido a
-en w CallO- na u _ autoridad.,~ también la dignidad de 'la
fuDáóa de~ en t:\JRlIlJe;uo;ta4a 111 serñóo de ·ganmtfas
estlIblecidas eD ~ art. 24 ele .. C:E~ 1ISÍ como la tibertlId -de
expresiÓII de que a tit.1ar di Abogado en eunt& tal, como ,\la sido
emenclido pord qisladoulI el1"t. 4'57.1 eX la L.O.P.I. Si bien
deMle_ pe¡¡¡pec;tiY.1I, este Trlbvnal ya!C ba rderido. en'Sedmcia
« ta Sala SepRda 10011'911, de t2 ele ,junio, liI fwdInnellto
alIIIItitllClÍOIIlIII die • ~ón« «quieRes 1Ialleompllia:ídu 'CII nn
proceso frente a h:Is pt"¡juid.. que UiIII allIS8 penal p&Idiera
oriBi~ - cmmec6CbCia 1ie 1lII IIllIDifestaciones realizadas o
1lxptdiÍbiies 'lllel't'Ídasen ciI mismo 1JIll'B la debIsa de msi~
y pretensiones» (fundamento jurídico 3.°), así como al «fin
mstiluciGnaI·(...} de Bsegwrar la defema '9 'tmniftos adecuadas, sin
el! __ de 'la ÍSICoaCiÓII de 'I1J1~ peu1 inde~ {fallda­
menllt jurijico 4."'l.

1. Lo anteriormente expuesto neva B plantearse la cuestión de
si, una vez prodncida la entrada en viaor de la Ley Orgánica del
Poder Judicial. y más concretamente de .sus arts. 448 a 45]. si~e
siendo valido acudir a la va del juieio de faltas y a 1a aplicaCIÓn
del art. 570, 5...., del Código Pena! para sancionar evel1tUl1l1es faltas
de respeto o de desobediencia leve a la autañdad cometidas por los
AbQ¡¡adas CIl su actuación forense.

El art. 448 de la L.O.P.J. dispone que «105 Abogados y
Procuradores que intervengan en los pleitos y causas. cuando
inc1lltlp\aD IascHllipciones que les illlPC'lll= esta Ley o las Leyes
¡mlCe81es, 'POIkin ser conepdaa a 'lmlOr .¡le lo 4ispuesto en este
1'ít&lu, siempre que el iIecbG .. 'DODltiU¡:a delito». El art. 449
_ las CDIIductu de A1IapdaI ynx:lI~s que son
sanál:mables dilcipÜii6iÍiiiiilAe, y el 4j() e51ab1Clce las -correcciones
que poedc:s im¡lOllelX. A :le1lO1' lIIeI 451, tales con:ecciones se
impondráll par el Juez o por 'la S* ante la que 5e sigan las
acliiliOÍOOes, y ctJDtn e1lal eabria 101 mculllOSprevisIDs en el 452.
Como se desJftnde de esta '1'eferencia, el J'égimea de sanciones
m-r.do par la L.O.P.I. implica pan! el Abopdo DO tanto una
mayor garantía cuanto _ 1DI\ada diel pmceso sancionador del
derecho pena! a! derecho disciplinario. que obviamente favorece y
potencia el derecho de defensa, al eTÍtIII' el desdoro que para un
pl'ofesialul del DeRlcbo supone el~ por lo dicbll o esento en el
proceso ea -el c;escicio .de Sil fWlción ti Joervicio del ciudadano,
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pueda ser llevado a un juicio dc faltas. Esta sustracción del asunto
del ámbito penal Ysu adscripción al.disciplinario trac consigo la
ronlCCllCocia significativa dc quc cl Aboga(IO sólo responda ante cl
propio Juez o la propia Sala dc lo que ante cUos haga en su
actuación forense romo cooperante con la Administración dc
Justicia.

Con eUo, la cuestión de si para sancionar una dcterminada
rondueta ilícita dcl Abogado en cl cjercicio dc su actuación forense
ha de acudirsc a la via penal o a la disciplinaria, dcja dc ser una
cuestión de legalidad ordinaria, por cuanto la «libertad dc expre·
sión y defenSll» de aqu~I, cuya protección, según vimos, vincula el
arto 437.1 dc la LO.P.J. a la «dignidad de su runcióll», ticnc su raíz
en cl art. 20.1 a), de la C.E. en relación con el 24.2. Tratándose dc
oonductas no constitutivas de delito, cl régimcn sancionador
aplicablc a los Abogados y Procuradores por su actuación forense
habrá dc ser cl de los arts. 448 Yss. de la L.O.Pol., con preferencia
!Obre cl establecido con carácter general para las conductas
constitutivas de falta. Así lo exige no sólo el carácter de régimen
especial constituido por dichos arts. 448 y ss., que ha de prevalecer
en su aplicación frente al régimen sancionador de las faltas, sino
tambi~n, y sobre todo, porque el régimen de corrección disciplina.
ria establecido por dichos arts: 448 a 453 de la L.O.Pol. lo ha sido
al servicio de bienes y valores constitucionales reconocidos por los
arts. 20.1 a), y 24 de la C.E. y, como hemos señalado, ofrece a los
Abogados por hechos cometidos en el cjercicio de sus funciones de
representación y defensa una mayor garantía que la del juicio de
filItas, cuya posibilidad puede provocar en dicho ejercicio una
reserva excesiva, !imitadora en mayor o menor medida de su
libertad de expresión y defensa, sin que cllo signifique obviamente
que puedan rabasar el límite que resulta del debido respeto, en este
caso, a la Administración de Justicia.

Al no haberlo estimado así los órganos judiciales ordinarios,
dando preferencia a la vía dcl juicio de faltas sobre la de la
corrección disciplinaria de los am. 448 y ss. de la L.O.P.J., y por
ronsiguiente al art. 570, 5.°, del Código Pcnal sobre el 449, 1.0, de
la L.O.PJ., dichos órganos judiciales no se han atenido a las

Sala Primera. Recurso de amparo número 59/1987.
Sentem:ia número 39/1988. de 9 de marzo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisoo Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio L1orente, don Antonio Truyol Serra, don Eugenio Diaz
Eimil y don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados,
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo constitucional núm. 59/1987, inter­
puesto por el Procurador de los Tribunales don Juan Luis P~rez­
Mulct y Suárez, asistido por el Letrado don José Enrique Bustos
Pueche, en representación de la Compañia Mercantil «Guadebro,
Sociedad Anónima», impupuIDdo el Auto de la Sala Primera de lo
Civil dc la Audiencia Temtorial de Sevilla de 17 de diciembre de
1986, por el que se desestimó el recurso de apelación interpuesto
contra otro Auto de la misma Sala por supuesta vulneración de los
derechos establecidos en el art. 24 de la Constitución.

En el recurso de amparo ha sido también parte la Compañía
Mercantil «Promotora Martinica, Sociedad Anónima», y el Minis­
terio Fiscal. Ha sido Ponente el Presidente don Francisoo Tomás y
Valiente, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. En el año 1984 la sociedad Promotora «Martinica, Sociedad
Anónima», presentó en el Juzgado de Primera Instancia de San
Fernando (Cádiz) una demanda de juicio declarativo de mayor
cuantía contra la Com~ñía «Guadebro, Sociedad Anónima», para
que se declarase judiCialmente la resolución, por falta de pago del
precio, de un contrato de compraventa, por el cual laJlrimera de
las sociedades citadas habia vendido a la segunda una finca sita en
la mencionada localidad.

El juicio se sustanció habiendo sido declarado cn rebeldía la
sociedad demandada y el Juzgado de Primera Instancia dictó
Sentencia el 6 de diciembre de 1985, estimando la demanda y
declarando la resolución contractual solicitada.

2. Con fecha 18 de febrero de 1986 la Procuradora de los
Tribunales doña Isabel Lepiani Sánchez, actuando en representa­
ción de «Guadebro, Sociedad Anónima», y justificando dicha

exigencias del propósito despenalizador que inspira la nueva VÍa
para tutelar mejor un derecho constitucional del Abogado en el
ejercicio de su actuación forense, lo que implica coartar, en
supuestos como el de que aquí se trata, el derecho de defensa
reconocido en los ms. 20.1 a), y 24.1 de la Constitución, y lleva a
estimar el recurso de amparo ¡x>r tal motivo.

4. También alega cl soliCitante de amparo indefensión, con
infracción del art. 24.1 de la C.E., por no haber accedido totalmente
el Juez dc Distrito a la práctica de toda la prueba solicitada, sin que
por otro lado le fuera notificada al recurrente resolución alguna
!Obre la admisión o no de dicha prueba. Ahora bien, tal indefen·
sión, de haberse producido, lo fue en un proceso que no era el
adecuado, y no procede tomarla en consideración.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR
LA AUTORIDAD QUE. LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPANOLA

Ha decidido:

),0 Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia, anular las
Sentencias del Juzgado de Distrito núm. 10 de Valencia de 10 de
mayo de 1986 y del Juzgado de Instrucción núm. 12 de Valencia
de 4 de julio de 1986.

2.° Reconocer el derecho del solicitante de amparo a no ser
sometido a juicio de faltas por la falta de respeto en la actuación
forense que se le imputa.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a nueve de marzo de mil novecientos ochenta
y ocho.-Firmados: Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio
L1orente.-Luis Díez-Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol
Serra.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.-Rubricados.

representación con el oportuno poder notarial, presentó escrito ante
el Juzgado de Primera Instancia de San Fernando, compareciendo
en los autos e interponiendo recurso de apelación contra la
Sentencia dictada. Dicho escrito, firmado por la mencionada
Procuradora de los Tribunales, no estaba firmado por Letrado.

Por providencia de 21 de febrero de 1986 el Juzgado de Primera
Instancia de San Fernando tuvo a la Procuradora doña Isabel
Lepiani Sánchez como personada en nombre y representación de
«Guadebro, Sociedad Anónimll», y decidió que una vez que
aportara la parte actora el exhorto que para notificación de la
Sentencia se habla expedido, acordaría lo procedente sobre la
admisión del recurso.

Por providencia de 4 de marzo del mismo año, una vez
presentado el exhorto, el Juez de Primera Instancia de San
Fernando tuvo por interpuesto en tiempo y forma legal el re¡:urso
de apelación contra la Sentencia y lo admitió en ambos efectos,
ordenando que los autos se remitieran a la Audiencia Territorial de
SevíUa. Frente a esta providencia interpuso recuso de reposición la
representación de «Promotora Martlnica, Sociedad Anónima»,
solicitando que se reformara el proveído recurrido y que se
declarase no haber lugar a la admiSión de recurso de apelación, ya
que la falta de firma de Abogado, en el escrito de interposición,
vulneraba lo dispuesto en el art. 10 de la Ley de EnjuiCiamiento
Civil.

A dicha pretensión recayó providencia del Juez, de 18 de marzo
de 1986, decidiendo que, por encontrarse en suspenso su jurisdic­
ción para seguir conociendo de los autos, debían éstas remItirse sin
más trámite a la Audiencia Territorial.

Frente a la antedicha providencia se interpuso nuevo recurso de
reposición la sociedad «Promotora Martinica, Sociedad Annima»,
que el Juzgado no admitió remitiendo las actuaciones a la
Audiencia Tcrritorial de Sevilla.

3. Por escrito fechado el 26 de marzo de 1986, el Procurador
de los Tribunales don Rafael Isem Torres, representando a
«Guadebro, Sociedad Anónimll», compareció ante la Audiencia de
SevíUa en concepto de apelante y la Audiencia por providencia de
17 de junio de dicho año le tuvo por parte en tal concepto.
Compareció_ igualmente cn la apelaCIón la representación de la
sociedad pelada, quien, en esta mstancia, volvió a insistir en su
pretensión de que la apelación no debia haber sido admitida,
postulando por cllo la nulidad de la providencia que así lo había
hecho y de todas las actuaciones posteriores. La Sala de la
Audiencia acordó conferir traslado de la petición de nulidad de
actuaciones a la parte recurrente y, sustanciado el incidente con
audiencia de ambas partes, alegando ambas lo que a su derecho


